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Resumen
El concepto de legitimidad democrática, tal como se aplica a los servicios de inteligencia 

de un país, aún no se ha definido ni sus factores contribuyentes están sistemáticamente 

aislados y operacionalizados. Los acontecimientos recientes en Colombia son la oportunidad 

para intentar hacer esas dos cosas. Los servicios de inteligencia legítimamente democráticos 

satisfacen la necesidad de información y análisis de un país, de acuerdo con la aplicación de 

principios internacionales de derechos humanos, para preservar y proteger un sistema de 

gobierno de soporte constitucional. El concepto de legitimidad combina el respeto mutuo 

y la rendición de cuentas de legalidad existente entre la administración política de un país 

y sus ciudadanos, y las acciones y reputación a largo plazo de sus servicios de inteligencia. 

Tres elementos contribuyen a la evaluación de la legitimidad de la inteligencia colombiana: 

primero, a medida que los profesionales reflexionan sobre su entorno laboral, las memorias 

publicadas ilustran los aspectos sociales y culturales de la vida en los servicios de inteligencia. 

Segundo, el marco legal legitimante –la Ley de Inteligencia de Colombia 1621 del 2013 y las 

medidas del país para llevar a cabo y monitorear las actividades de inteligencia– indican un 

nivel de buena disposición institucional. Tercero, los artículos en línea de tres años antes 

y después de la promulgación de la ley de 2013, publicados por tres importantes medios de 

comunicación impresa, proporcionan datos empíricos. La legitimidad de los servicios de 

inteligencia colombianos ha aumentado desde la promulgación de la ley de inteligencia. 

El logro de una mayor libertad de expresión entre periodistas ha conducido a un aumento 

convincente en la cobertura de asuntos de inteligencia en Colombia.
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Introducción1

En las sociedades democráticas cuyos servicios de inteligencia, en la 
memoria reciente, han violado los estándares de conducta dentro de esos 
países tienen buenas razones para buscar reformar la inteligencia. El 
caso colombiano ilustra ese principio. Después de cinco décadas de abu-
so político a los ideales del servicio público en inteligencia, una voz pre-
cursora en el discurso público colombiano ofreció una fórmula general 
sobre la reforma de inteligencia para mejorar el papel social de este ser-
vicio público a nivel nacional (Villamizar, 2004). Los estudios académi-
cos han mantenido en curso el ritmo en los desarrollos de iniciativas de 
reforma de la inteligencia (Arciniegas, 2011; Boraz, 2006; Cancelado, 2016; 
Cortés, 2003; Esquivel, 2019; Melamed, 2015; Montero, 2018; Plakoudas, 
2016; Porch, 2009; Sáenz, 2003; Rivera-Rugeles, 2013; Romero, 2016; Vargas, 
2006). Finalmente, Colombia en 2011 disolvió su antigua organización de 
inteligencia civil, el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), 
por cuenta de evidentes excesos. Después de un prolongado debate en 
el Congreso y revisión de la legislación, Colombia adoptó un mandato 
relativamente progresista, la Ley de Inteligencia 1621, del 17 de abril de 
2013 (Ley Estatutaria 1621, 2013; Rivera-Rugeles, 2013). Aproximadamente 
un año después, un decreto del Ministerio de Defensa explicó en deta-
lle cómo las instituciones de la comunidad de inteligencia de Colombia 
deben implementar las disposiciones de la Ley (Decreto 857, 2014). 

Aunque los registros académicos del intercambio de ideas burocrá-
ticas se constituyen en amena lectura para observadores interesados y 
funcionarios públicos, ninguno intenta pasar de un concepto genera-
lizado de reforma a una idea más explícita de la legitimidad de la inte-
ligencia, como medio para medir los cambios en la relación entre los 
ideales democráticos y el comportamiento del servicio de inteligencia. 
Este texto cuestiona si los servicios de inteligencia de Colombia y sus 
autoridades de control interno y externo han alcanzado e implementado 
los ideales tangibles de responsabilidad democrática, expresados en la 
Constitución de Colombia y la Ley 1621. Estos ideales han sido reforzados 
por periodistas y otros observadores, que buscan garantizar la aplicación 
de normas internacionales para la protección de los derechos humanos.

1	 Descargo de responsabilidad: todas las declaraciones de hechos, opiniones o análisis 

expresados en este documento son de los autores. Nada en el artículo debe interpre-

tarse como una afirmación o implica el respaldo de los Estados Unidos o Colombia 

en términos de política pública o práctica.
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Responsabilidades del Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS)
La administración del presidente Rojas Pinilla (1953-1957) creó el 

Servicio de Inteligencia Colombiano (SIC) en 1953 como una agencia civil 
multifuncional, para proporcionar seguridad al entonces régimen mili-
tar. El ethos politizado de sus agentes y líderes continuó sin cambios en 
las administraciones políticas posteriores, tras su cambio de nombre, al 
de Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) en 1960. Sus res-
ponsabilidades se ampliaron a las misiones de policía judicial: investigar 
delitos, realizar arrestos y mantener el orden público. Incluso se convir-
tió en un servicio de escoltas para funcionarios de la administración, así 
como en un servicio de control migratorio: “Desde su inicio, el SIC / DAS 
estaba destinado a permanecer anclado en el sistema político colombia-
no, en vez de actuar como una agencia estatal apolítica, cuyo propósito 
era y aún es la de erradicar terroristas” (Porch, 2009, p. 426). Además de 
todo eso, a veces los funcionarios del DAS operaban en complicidad con 
hombres fuertes locales y regionales en algunos de los 26 departamentos 
del país (Arciniegas, 2011, pp. 79-81).

En la administración de Álvaro Uribe (2002-2010), los emisarios del 
Ministerio de Defensa de Colombia trabajaron desde el interior del DAS 
con cierto éxito entre los años 2005 hasta 2008, para reducir la ampli-
tud de responsabilidades, enfatizando sus roles de inteligencia y con-
trainteligencia. De esta manera crecía su capacidad para contribuir en 
decisiones políticas estratégicas y se construyó su reputación nacional e 
internacional de alinear las misiones de inteligencia con las prioridades 
políticas, haciendo al DAS el primero entre sus pares entre organizacio-
nes rivales de inteligencia policial y militar (Porch, 2009, pp. 432-444).

Sin embargo, cerca del final de este periodo, la directora del DAS, 
María Pilar Hurtado renunció al ser acusada de supervisar la vigilancia 
de opositores políticos de la administración. El DAS incluso fijó como 
objetivo a la Corte Suprema para determinar si había sido infiltrada por 
narcotraficantes porque, en palabras de una figura central que lo confe-
só todo a partir de 2010, “pensé que ninguna orden presidencial podría 
ser ilegal” (Laverde, 2015). Debido a que el DAS permanecía vinculado a 
la Presidencia de Colombia, se enfocó en “apoyar a la Casa de Nariño” 
(la Casa Blanca de Colombia), una expresión utilizada orgullosamen-
te para desviar cualquier crítica, por apoyar al presidente en lugar del 
Estado. La organización requería un nuevo comienzo para reinventarse 
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como una fuente moderna y relativamente independiente de inteligen-
cia estratégica.

El DAS pierde su legitimidad política
Durante la administración de Uribe, cuatro directores del DAS renun-

ciaron o fueron destituidos del cargo por ser acusados de diversas irre-
gularidades (Schaefer, 2015). El caso para el enjuiciamiento, en cada 
instancia tuvo que ser construido sobre acusaciones no relacionadas 
con normas implícitas o estatutos explícitos que cobijaran actividades 
de inteligencia. Varios decretos presidenciales que datan de 1989 no con-
tienen, por ejemplo, un lenguaje que controle la interacción de los fun-
cionarios de inteligencia con grupos políticos internos o que restrinjan 
quién puede ser el blanco de intercepciones de las comunicaciones.2

Dada la publicidad generalizada que rodeó a estos episodios, el DAS, 
políticamente habituado, solo pudo ver su legitimidad reducida a los 
ojos del público, no por cuenta de sus propias acciones relacionadas con 
la inteligencia, sino por las desautorizaciones de sus acciones por parte 
de los líderes políticos a los que servía. Al final de la administración 
Uribe, la organización había perdido legitimidad en el único despacho 
que importaba: el del presidente de la República. A raíz de los conti-
nuos escándalos reportados en la prensa colombiana, la administración 
Juan Manuel Santos (2010-2018) puso fin a la existencia institucional del 
DAS en 2011, prometiendo que el nuevo servicio de inteligencia civil, la 

2	 Una serie de disposiciones legales como el Decreto 512 de 1989 establecían las fun-

ciones del DAS, en las que la agencia y agentes de inteligencia debían: “Transmitir al 

Gobierno Nacional y a las autoridades nacionales que lo requieran, según la natura-

leza de sus funciones, los resultados de la labor de inteligencia…” ( Decreto 512, 1989, 

art. 15h). “Dirigir y coordinar la programación, búsqueda y recolección de informa-

ciones sobre conductas, planes, hechos, actividades, personas y medios que en forma 

directa o indirecta puedan afectar la seguridad interna y externa del país” (Decreto 

512, 1989, art. 31b) y “1. Producir la Inteligencia de Estado que requiere el Gobierno 

Nacional y formular políticas del sector administrativo en materia de inteligencia 

para garantizar la seguridad nacional interna y externa del estado colombiano” y 

“3. Obtener y procesar información en los ámbitos nacional e internacional, sobre 

asuntos relacionados con la seguridad nacional, con el fin de producir inteligencia 

de Estado, para apoyar al Presidente de la República en la formulación de políticas y 

la toma de decisiones” (Decreto 512, 1989, art. 2).
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Dirección Nacional de Inteligencia (DNI),3 “trabajaría en silencio por 
el bien común” y, a diferencia del DAS, no tendría funciones policiales 
(Santos, 2011).

Como la DNI fue de nuevo subordinada por la ley, con cierta distan-
cia de la Presidencia de la República, su legitimidad potencial se vinculó 
a otro órgano diseñado para operar con cierto grado de autonomía, la 
Junta de Inteligencia Conjunta (JIC), formada por los líderes de todas las 
principales agencias de inteligencia de Colombia (Ley Estatutaria 1621, 
2013, art. 12).

Legitimidad de inteligencia más allá del DAS: 
surgimiento de una comunidad de inteligencia
Colombia, como la mayoría de los países maduros, da cuenta de la 

presencia de la inteligencia militar de larga data, junto con un robusto 
establecimiento de inteligencia policial. El sistema de inteligencia mili-
tar, en particular la inteligencia del Ejército se ha centrado en aplicar 
un ethos preventivo frente a las amenazas al orden público y al propio 
Estado. Es un papel legitimado por la Constitución colombiana de 1886 
y posteriormente por la Constitución de 1991. La disolución en 1998 de la 
controvertida Brigada 20 del Ejército, con su historial de abusos contra 
los derechos humanos, marcó la atención a una reforma de la inteligen-
cia de las Fuerzas Militares a través de la restricción sobre su rol en las 
misiones, reforma que impidió se les ejerciera control a las unidades de 
inteligencia militar (National Security Archive, 1998).

La primacía de una amenaza política interna a la soberanía de 
Colombia en forma de grupos de insurgencia llevó a la administración de 
Rojas Pinilla, desde su inicio en 1953, a consolidar el control de la policía 
militar y nacional bajo el Ministerio de Guerra para constituir las fuer-
zas de “seguridad pública” de Colombia (Policía Nacional de Colombia, 
2020). Este emparejamiento de dos instituciones de seguridad ha ofre-
cido durante mucho tiempo oportunidades de interacción sinérgica en 
apoyo de la seguridad pública, en contraste con una típica competen-
cia burocrática centrada en la obtención de recursos. Cualquier rastro 
de esta sinergia en acción podría interpretarse como evidencia de una 

3	 La prensa colombiana a veces aplica a la organización los nombres de Agencia 

Nacional de Inteligencia (ANI) y Agencia Central de Inteligencia (ACI), pero oficial-

mente es la DNI.
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preocupación orgánica por desarrollar, mantener o aumentar la legitimi-
dad pública entre estas organizaciones de servicios altamente visibles. 

Tanto en las esferas de inteligencia militar como policial, Estados 
Unidos ha desempeñado un papel importante en el desarrollo de las 
capacidades colombianas, especialmente con el advenimiento del Plan 
Colombia en el año 2000.4 La inteligencia como actividad del gobierno 
llegó a ser más legítima en la medida en que abarcó objetivos adversos 
a todos los Estados que se denominen “decentes”. La Ley de Inteligencia 
1621 especificó las instituciones que conforman su comunidad de inteli-
gencia (Artículo 3), pero curiosamente no enumera a todos sus integran-
tes, lo que puede permitir un conjunto de miembros adicionales, en la 
medida que surjan nuevos organismos de inteligencia. Por ejemplo, la 
DNI permanece sin mencionarse en calidad de miembro, aunque el pri-
mer director de esta agencia de inteligencia civil es uno de los firmantes 
de la promulgación de la Ley. Hoy, el conjunto de organizaciones de la 
comunidad de inteligencia de Colombia ha pasado a objetivos no tradi-
cionales, para incluir el contrabando internacional, el crimen callejero y 
organizado, la violencia contra jóvenes y mujeres, corrupción y violencia 
extrajudicial empleada por el Estado (Delgado, 2014; Melamed, 2015).

Una idea general sobre el control e 
investigación a la inteligencia
Para ilustrar el contexto político y burocrático de la legitimidad de 

la inteligencia en Colombia, la Figura 1 describe la red de relaciones de 
control e investigación entre la comunidad de inteligencia y las ramas 
ejecutiva, legislativa, judicial y organismos de vigilancia del Estado 
colombiano. Los rectángulos dobles simbolizan las instituciones que 
ejercen control e investigación, independiente y autónomamente de 
otros organismos estatales. La Comisión Legal de Seguimiento a las 
Actividades de Inteligencia y Contrainteligencia de carácter bicameral 
del parlamento, aparece en un rectángulo en negrilla para simbolizar su 
papel de control con orientación política, similar a la Presidencia de la 

4	  El Plan de Estados Unidos para Colombia (2000-2010) se centró en apoyar la inteli-

gencia de la policía colombiana contra el narcotráfico. Cambió en 2002 para incluir 

la inteligencia militar y el apoyo logístico contra los insurgentes, principalmente 

las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). El presidente Uribe dio 

la bienvenida a la nueva orientación y lanzó una contraparte colombiana, “Plan 

Patriota” (Arciniegas, 2014, p. 172).
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República en todos los asuntos de inteligencia y su paridad con el Poder 
Ejecutivo, está indicada con la línea de puntos.

Los inspectores generales que vigilan las actividades de las unidades 
de inteligencia militar y de inteligencia policial rinden cuentas ante el 
Ministerio de la Defensa en asuntos administrativos y ante la Comisión 
del Congreso para dar cuenta de su acuerdo con las disposiciones de la 
ley. El Inspector General de la DNI y la Oficina de Control Interno de la 
Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF), respectivamente, 
se reportan ante la Presidencia de la República y la Comisión Legal del 
Congreso.

La Fiscalía General de la Nación pertenece al poder judicial del Estado 
e investiga y acusa a los presuntos infractores de la ley y goza de plena 
autonomía administrativa y presupuestal. Una línea quebrada represen-
ta la autonomía judicial del fiscal frente a las autoridades centrales de la 
comunidad de inteligencia. Las entidades autónomas de control fiscal y 
disciplinario también se muestran en rectángulos dobles. La Defensoría 
del Pueblo goza de cierta autonomía, pero dentro de los límites permiti-
dos por la Procuraduría General de la Nación, el organismo que investiga 
las irregularidades cometidas por funcionarios públicos en ejercicio de 
su cargo.

La presencia de organismos de control e investigación en toda la 
estructura institucional de la comunidad de inteligencia sugiere una 
responsabilidad integrada al sistema para la actividad de inteligencia y 
los productos de inteligencia. El vínculo de responsabilidad social más 
directo con los ciudadanos individuales, tanto teóricamente como en 
la práctica, ocurre a través de la Defensoría del Pueblo. Los principales 
medios de periodismo impreso de Colombia proporcionan una fuente de 
respaldo o de equilibrio para la rendición de cuentas de la inteligencia, 
particularmente durante los periodos de transición entre las adminis-
traciones públicas de cambio en política. Como se desarrollará en una 
sección posterior de este artículo, la arraigada supervisión ciudadana 
descansa sobre la vigilancia mostrada por la permitida libertad de expre-
sión periodística, como bastión de la legitimidad. 
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Figura 1. Comunidad de inteligencia y órganos de control e investigación

Nota. Elaboración propia a partir del Decreto 857 (2014) y Decreto 469 (2015). 

Definición básica de la legitimidad en materia de inteligencia
A partir de la premisa de que los servicios de inteligencia legítima-

mente democráticos satisfacen la necesidad de información y análisis de 
un país que resulte consistente con los principios internacionales para 
preservar los derechos humanos y proteger un sistema de gobierno apo-
yado constitucionalmente, proponemos que la legitimidad de las acti-
vidades de inteligencia nacional en una sociedad democrática surja de 
la combinación del respeto mutuo y la rendición de cuentas legal entre 
la administración política de un país, sus ciudadanos y las acciones a 
largo plazo y la reputación de larga data de sus servicios de inteligencia. 
La evidencia de la legitimidad de la inteligencia en un lugar y tiempo 
particular proviene de: (1) leyes y regulaciones de inteligencia sólidas, 
que refuercen principios éticos reconocidos internacionalmente, parti-
cularmente los asociados con los derechos humanos; (2) vigilancia acti-
va, interna y externa de las actividades de inteligencia a favor de los 
ciudadanos por parte de los medios de comunicación y de funcionarios 
elegidos para ello de conformidad con la Constitución del país y las 
leyes pertinentes; (3) agentes y agencias de inteligencia con suficiente 
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habilidad, capacidad, sensibilidad ética y libertad táctica para crear una 
reputación sostenible y positiva entre los ciudadanos y agencias simila-
res en países amigos y neutrales. 

Ahora podemos considerar cómo examinar el sistema de inteligencia 
de este país con el objetivo de estimar el crecimiento o declive de su 
legitimidad social.

Plan de estudio
El concepto de legitimidad de la inteligencia captura la interacción 

entre lo que es seguridad con enfoque cultural de lo personal y nacio-
nal, el entorno político nacional en el contexto colombiano y las pers-
pectivas de supervivencia de las instituciones de inteligencia a través 
de sucesivas administraciones. En este estudio, las leyes de Colombia 
y su Constitución de 1991, un conjunto de memorias profesionales de 
inteligencia y de artículos periodísticos en línea con temas de inteli-
gencia aparecidos en tres medios líderes en comunicación, electrónica 
e impresa5 ofrecen una forma de evaluar las relaciones experimenta-
les entre ciudadanos, leyes, funcionarios de inteligencia, instituciones 
gubernamentales y el sector de los medios de comunicación del país. Se 
proporciona así una base empírica para arrojar luz sobre el concepto de 
legitimidad de la inteligencia y detectar tendencias que se especifican 
en su manifestación. Cepik y Ambrose (2014) piden “una mejor sinergia 
entre los programas de investigación culturalista, contextual e institu-
cionalista en el campo de los estudios de inteligencia” (Cepik y Ambrose, 
2014, p. 543). El siguiente material representa un caso de estudio inicial 
de cómo eso se puede lograr a pequeña escala.

Comenzaremos con un análisis de contenido de la Ley de Inteligencia 
colombiana de 2013, para avizorar su impacto potencial en la legitimidad 
de la inteligencia y luego procederemos a explorar el funcionamiento 
del sistema de inteligencia de Colombia, buscando evidencias de inte-
racciones culturales, contextuales, institucionales y su impacto sobre la 
legitimidad.

5	  El periódico El Tiempo (# 1), el periódico El Espectador (# 2) y la revista semanal 

Semana (# 5), están entre los 10 portales periodísticos más consultados en Colombia 

(“Top 10 de medios”, s/f).
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El marco para una legitimidad incorporada en 
la Ley de la Inteligencia colombiana 1621
Como el primer estatuto socialmente examinado en Colombia diri-

gido a regir las autoridades y responsabilidades de los profesionales de 
inteligencia, la Ley 1621 se benefició de un extenso trabajo preparatorio 
y revisión por parte de legisladores y el poder judicial entre 2010 y 2013, 
año de su promulgación. La evidencia de su potencial legitimidad en 
guiar esta actividad a menudo sensitiva, algo invasiva, pero necesaria de 
los servicios de inteligencia para proteger la seguridad nacional a través 
de medios secretos, se percibe fácilmente en la Tabla 1. 

Tabla 1. Análisis de contenido de principios de legitimidad de inteligencia 

según lo sugerido por la prevalencia de términos clave en la Ley 1621

Termino clave o 

concepto (número de 

ocurrencias textuales) 

Circunscripción prevista afectada por el término o concepto clave

Ciudadanos
Empresas de 

comunicación

Funcionarios del 

Poder Ejecutivo 

o agencias de 

inteligencia

Comité 

legislativo 

o judicial

Actividades (84) X X X X

Información (59) X X X X

Organismos (73) X X

Fines (24) X

Funciones (27) X X

Cumplimiento (29) X X X X

Datos (24) X X

Protección (20) X X X X

Servidores Públicos (17) X X X X

Requerimientos (13) X

Recolección (6) X

Reserva Legal (4) X X X X

Nota. Creada por los autores a partir de la frecuencia de palabras y el análisis 
contextual. X = instancias por las cuales el término implica acciones a tomar, o efectos 
en la demarcación indicada.

Aunque la mayoría de los elementos de la Ley 1621 se dirigen natu-
ralmente a las autoridades y responsabilidades de los funcionarios y 
agencias de inteligencia del Poder Ejecutivo garantes de la operación 
diaria de esta función gubernamental, varios de los términos clave que 
aparecen en la Tabla 1 también abordan preocupaciones especiales de la 
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sociedad civil, así como de los Poderes Legislativo y Judicial. Por ejem-
plo, la Ley emplea el primer término, “actividades”, en asociación con 
una idea general de lo que los ciudadanos pueden esperar en términos 
de la destrucción de cualquier dato recopilado accidental o incidental-
mente, y para alertar a todos los ciudadanos de que sus comunicaciones 
pueden ser monitoreadas, pero no “interceptadas” (Ley Estatutaria 1621, 
2013, art. 17 y 30) mientras las agencias de inteligencia llevan a cabo sus 
responsabilidades asignadas (fines). La ley también añade en atención a 
los medios de comunicación que el personal de la inteligencia no puede 
divulgar información de inteligencia (Ley Estatutaria 1621, 2013, art. 38) a 
nadie fuera de los círculos de inteligencia, excepto a aquellos miembros 
pertenecientes al poder judicial, en caso de informar sobre un compor-
tamiento inapropiado dentro de la comunidad de inteligencia o activi-
dades delictivas fuera de esta. Los funcionarios legislativos del Comité 
Legal de Inteligencia y Contrainteligencia (Ley Estatutaria 1621, 2013, art. 
22 y 36) también son alertados de sus responsabilidades en el control 
político de las actividades de inteligencia y de la protección de la infor-
mación de inteligencia de la que tienen acceso privilegiado. 

Algunos términos reflejan las preocupaciones propias de la inteligen-
cia colombiana. La designación del personal de inteligencia como “servi-
dores públicos” tiene un significado especial, ya que el personal del DAS, 
miembros de una organización explícitamente politizada, operaban en 
un entorno de conflicto donde su lealtad ante el presidente podría supe-
rar la lealtad al bien común de la colectividad, según lo definido por la 
Constitución. 6 La Ley de Inteligencia enumera tres principios generales 
que deben observar los agentes y organismos para alcanzar los fines del 
Estado: necesidad, idoneidad y proporcionalidad (Ley Estatutaria 1621, 
2013, art. 5). El concepto de “reserva legal” (Ley Estatutaria 1621, 2013, art. 
33) demuestra cómo estos principios se aplican ampliamente en la socie-
dad: El personal de inteligencia está legalmente protegido frente a la 

6	  Álvaro Venegas, en una etapa de su vida laboral, se encontró con un entorno politiza-

do dentro de una unidad de inteligencia del Ejército. Algunos profesionales cuestio-

naban la reforma a la Constitución de 1991. No reconocían que el papel de un agente 

de inteligencia se extiende a defender la Constitución y sus artículos debidamente 

aprobados. La discusión política entre los miembros de la fuerza pública (Fuerzas 

Militares y Policía Nacional) se produce en función de que se les prohíbe votar en las 

elecciones mientras permanezcan en servicio activo o participar en debates o movi-

mientos políticos (Const. 1991, art. 219).
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divulgación de cualquier información que produzcan y archiven, por un 
periodo de treinta años a partir de la recolección de la información. Este 
principio también favorece a los ciudadanos contra las actividades de 
inteligencia que pueden amenazar “la protección de los derechos a la 
honra, al buen nombre, a la intimidad personal y familiar y al debido 
proceso” (Ley Estatutaria 1621, 2013, art. 4).

La ley creó una organización de coordinación y supervisión interna, 
integrada por funcionarios del poder ejecutivo y por los jefes de los prin-
cipales organismos de inteligencia: la Junta de Inteligencia Conjunta 
(Ley Estatutaria 1621, 2013, art. 12 y 13). La ley deja abierta la opción de 
cuál, entre los miembros de la comunidad de inteligencia, servirá como 
cabeza de esta autoridad central de facto y de jure, pero el Ministro 
de Defensa es la primera autoridad que la preside, reflejando la fuerte 
influencia de las fuerzas armadas sobre los círculos de inteligencia. 

Ahora bien, a pesar de la atención cuidadosa del proyecto de Ley a 
una variedad de sectores de opinión de la sociedad, y justo antes de su 
sanción (Ley Estatutaria 1621, 2013), Rivera-Rugeles, abogado y profe-
sor de la Universidad del Rosario de Colombia, encontró fallas en sus 
formulaciones con respecto a la protección de los derechos humanos 
sancionados internacionalmente (Rivera-Rugeles, 2013, pp. 142-143). Su 
crítica más notable de la Ley es que los funcionarios de inteligencia, 
sin participación del Congreso, disfrutan de demasiada libertad para ini-
ciar acciones de recolección de información por su propia cuenta, una 
visión que va en contra de la autonomía usual que forma parte de la 
independencia de los propios servicios, en la activación de operaciones 
de inteligencia (Rivera-Rugeles, 2013, p. 158). Un elemento presente en el 
anteproyecto de ley que revisó era que la información de inteligencia 
podrá mantenerse en secreto por treinta años y que el presidente podría 
extender la reserva a quince años más, lo cual permitía un amplio mar-
gen de discreción. Sin embargo, Rivera-Rugeles no tomó en cuenta que la 
versión final de la ley no lo permitió (Rivera-Rugeles, 2013, p. 160). 

Además, Arciniegas (2011) señalaba que la Ley de Inteligencia 1288 de 
2009, que posteriormente se cayó por su inconstitucionalidad, no incor-
poraba una disposición similar a la Ley de Inteligencia del Perú 1141 de 
2012, que exige a las autoridades judiciales aprobar o denegar cualquier 
solicitud de los servicios de inteligencia para realizar “operaciones espe-
ciales” (Arciniegas, 2011, pp. 84-85). La etiqueta de “procedimientos espe-
ciales” (operaciones especiales) pondría un velo sobre la actividad de 
inteligencia cuya legitimidad, en ausencia de aprobación judicial previa, 
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solo podría juzgarse por revelaciones posteriores. En la nueva versión y 
actual Ley de Inteligencia 1621 de 2013 no se insertó esa aprobación pre-
via de procedimientos especiales. 

A pesar de sus posibles deficiencias, la apertura a la atención ciudada-
na conferida por la Ley 1621 sobre los variados actores gubernamentales 
y no gubernamentales en Colombia se sustenta como un punto de refe-
rencia para las aspiraciones y expectativas de la sociedad con respecto 
a la construcción y el mantenimiento de servicios de inteligencia legíti-
mos. En la Tabla 1, el término “cumplimiento” recuerda a todas las partes 
la obligación de proteger los derechos humanos, como lo exige el artícu-
lo 4 de la ley (Ley Estatutaria 1621, 2013).

La Constitución de 1991 de Colombia garantiza los derechos básicos 
de las personas, incluido el mandato de que “la correspondencia y demás 
formas de comunicación privada son inviolables. Solo pueden ser inter-
ceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y en las for-
malidades que establezca la ley” (Const. 1991, art. 15). La disposición de 
la Ley 1621 (Ley Estatutaria 1621, 2013, art. 17) para monitorear el espectro 
electromagnético, pero no “interceptar” las comunicaciones dentro del 
país, potencialmente socava la intención del artículo 15 (Const. 1991, art. 
15), transfiriendo a los funcionarios de inteligencia la cuestión ética de 
hacer y cómo acceder al monitoreo de comunicaciones con fines infor-
mativos. Esta fisura entre la Ley de inteligencia y las disposiciones cons-
titucionales abre el camino a una conducta de inteligencia ilegítima. Al 
mismo tiempo, la ausencia de conducta ilegítima en esta área demostra-
ría la legitimidad de la inteligencia, si tales hechos contrarios a la Ley se 
dan a conocer al público.7

Memorias de los agentes traslucen la ética 
profesional que es la base de la legitimidad
El potencial educativo de las memorias de los profesionales de inte-

ligencia activos o retirados, cuando su sabiduría es extraída, crea una 
narrativa interesante y contrasta con las ideas más superficiales dentro 
de la vida de inteligencia que están disponibles a partir de la exploración 

7	  Privacy International (2015) cuestiona las intenciones de la inteligencia colombiana 

en la adquisición de herramientas de monitoreo de comunicaciones masivas. Para 

ser justos, el informe sí señala que el Fiscal General suspendió al menos una de estas 

herramientas en 2014. Ver “Fiscalía le dice ‘no’” (2014).
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ocasional de este ambiente de trabajo, llevado a cabo por las ciencias 
sociales (Johnston, 2005; Wilder, 2014). Con el interés de aprovechar el 
conocimiento tácito de profesionales recientes o actuales, esta sección 
explorará tres memorias de inteligencia escritas y recogidas a través de 
entrevistas a funcionarios de inteligencia colombianos. Los funcionarios 
de inteligencia, naturalmente, siguen resistiéndose a revelar detalles de 
sus propias actividades o de las de su organización, debido a una preocu-
pación arraigada por mantener la seguridad operativa y estratégica. Sin 
embargo, coherentes con una tendencia occidental hacia la publicación 
más frecuente de memorias de inteligencia (West, 2004), los individuos 
de cada sector de la comunidad de inteligencia colombiana (militar, civil 
y policial) se han convencido o se han ofrecido voluntariamente a reve-
lar detalles esclarecedores de la vida en el servicio de inteligencia.

Inteligencia del Ejército de Colombia (1960-1965)
Evelio Buitrago Salazar (1977), un suboficial del Ejército y agente de 

inteligencia encubierto vivió entre “bandidos” desde 1960 hasta 1965, 
mientras el gobierno buscaba cerrar los últimos episodios de la violencia 
(Buitrago, 1977). Buitrago, trabajó en las montañas del centro oeste de 
Colombia como agente de inteligencia, solo pero en enlace con la orga-
nización de seguridad civil (DAS) a nivel nacional. Escribió sus memo-
rias poco después de que concluyeran sus experiencias de campo, y su 
publicación, promovida por las Fuerzas Militares de Colombia en 1968 
no obstaculizó su carrera, ya que alcanzó la condecoración más alta de 
Colombia, la Cruz de Boyacá (Buitrago, 1968). El hecho de que las Fuerzas 
Militares actuaran oportunamente para publicar estas memorias sugiere 
la existencia de una preocupación oficial de que el público tomará con-
ciencia del enfoque concienzudo del deber del personal de inteligencia 
del Ejército, en apoyo de la seguridad pública.

La breve narrativa de Buitrago enfatiza su compromiso con la misión. 
Cuando recibe una orden para presentarse de inmediato en el campo, 
después de un entrenamiento de inteligencia en Bogotá, muestra su des-
precio por los civiles, quienes nada saben de lo que significa para los 
militares “una presentación inmediata” a la vez que explica su orgullo 
de obedecer órdenes “duras de corazón” del Ejército (Buitrago, 1968, p. 
36). Su clara preferencia por la prosa concisa coincide con la frecuente 
enunciación de refranes populares o citas expresivas. Él los usa como 
herramientas para transmitir los sesgos institucionales con los que se 
siente cómodo: “La justicia cojea, pero llega”; “La guerra no se hace por el 
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amor a Dios”; y “Con la vara que midas, serás medido”. Solo en raras oca-
siones Buitrago se vuelve introspectivo, pero esas pocas instancias ayu-
dan a preservar una imagen humana de este enigmático y osado militar. 
Cuando ha llegado a su límite de decir mentiras a los bandoleros con los 
que vive, se confía a sí mismo:

Cansado con la vida que llevaba con Tista, volví donde [operaba] 

“Zarpazo” [su objetivo]. Estaba agotado, fatigado, y temeroso de que dor-

mido o despierto, una palabra pudiera condenarme. La tensión nerviosa 

llegaba al límite de resistencia y francamente, los resortes espirituales 

querían fallar. (Buitrago, 1968, pp. 82-83)

Esta descripción altamente personal de la actividad de inteligencia 
de un dedicado servidor público dentro de las filas del Ejército colom-
biano tiene el potencial de atenuar las críticas ligeras a la inteligencia 
como una herramienta fuera de control para evitar acciones de sedición 
por parte de los ciudadanos. Su tono genuino, al humanizar la cultura 
encarnada por un “simple” soldado, ejemplifica y define ante el lector la 
acción legítima del trabajo de la inteligencia, basada en la acción contra 
los bandoleros. En contraste, frente a las vivencias directas de Buitrago, 
los colombianos en general probablemente reaccionarían con mucha 
más suspicacia ante argumentos abstractos de nivel político, sobre cómo 
el país podría enfrentar mejor el problema de los bandidos para proteger 
la “seguridad nacional”. En las sociedades democráticas, el concepto de 
“seguridad nacional” tiende a permanecer alejado de las experiencias del 
diario vivir (Donovan, 2005).

Departamento Administrativo de 
Seguridad (DAS) (1992-2006)
En contraste con las memorias de Buitrago, Jesús Emilio García 

Acosta, un exfuncionario de la inteligencia civil, corrió el riesgo de 
ofender a sus compañeros de profesión al recrear en una novela, El Ave 
del Pantano, sus experiencias como operativo y analista dentro de una 
supuesta organización como el DAS que en la obra aparece como Servicio 
de Inteligencia Nacional (SIN) en los noventa y la primera década del 
siglo XXI (García, 2007).

El alter ego del autor, Ingencio Cadena, aprovecha su tiempo libre 
nocturno en la academia de inteligencia, la que forma a los estudiantes 
en contra de las prácticas corruptas de la vida burocrática cotidiana, para 
sondear a sus compañeros sobre sus planes y expectativas profesionales. 
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Incluso en este entorno protegido, reconoce que el entrenamiento de 
inteligencia confiere un tipo de lavado de cerebro: un estudiante logra 
distinguir el comportamiento laboral correcto del incorrecto, pero siem-
pre que sea dentro del contexto institucional.

Asignado para vigilar la frontera con Venezuela al principio de su 
carrera, Ingencio admira su propia sensibilidad de inteligencia estraté-
gica nacional (velando por el bienestar del Estado, cosa que no hace el 
gobierno actual, en el poder) y denuncia su contradicción: el comporta-
miento egoísta de la policía local y sus colegas corruptos de larga data 
del SIN. Señala la hipocresía de que algunos individuos “que más habla-
ban de honestidad y transparencia en el país, eran los más corruptos” 
(García, 2007, p. 73). También aprende a no confiar en los directivos de 
nivel medio, cuyas débiles habilidades de gestión le resultan inquietan-
tes: “Es que la misión de inteligencia es algo tan delicado como pintar 
sobre una tela de araña el mapa de nuestra seguridad y se le tratara tan 
desprevenida y deportivamente” (García, 2007, p. 84).

El título simbólico de la novela sirve como tema o motivo para la his-
toria de vida de Ingencio en el servicio de inteligencia: para ser reconocido 
como un analista u operativo exitoso, el agente debe ser como el ave que 
cruza el pantano de la corrupción colombiana sin untarse las patas. Para 
encajar con sus colegas, Ingencio acepta escuchar sus razones para acep-
tar dinero a cambio de no denunciar actividades delictivas. Los colegas 
lo instan a continuar con esta racionalidad: “Analiza, Ingencio que estas 
actividades no ponen en riesgo la institución ni a uno mismo, como sí lo 
serían la venta de información clasificada o la delación de informantes o 
la venta de la hoja de vida de compañeros” (García, 2007, p. 92).

En Bogotá, con el ocaso de su carrera, Ingencio da voz al orgullo del 
autor por resistir las tentaciones de las prácticas corruptas porque “sus 
análisis  eran tan objetivos y sinceros, que  empezó a ganar  respeto [de 
los superiores] en su trabajo” (Garcia, 2007, p. 121). Para resaltar las per-
cepciones de su carrera, Ingencio transforma el adagio que insta a un 
tomador de decisiones “a no matar al mensajero” (que porta malas noti-
cias), en la frase “páguese al portador” (Garcia, 2007, p. 99), de modo que, 
en todas las circunstancias, una actitud positiva por parte de los practi-
cantes podría alentar futuras alertas oportunas de inteligencia. García  
compromete a Ingencio cuando sopesa adagios ampliamente utilizados 
entre los profesionales de inteligencia activos, tales como “El que man-
da, manda; aunque mande mal” (Garcia, 2007, p 106); “a los funcionarios 
les pagan por lo que duren, no por lo que hagan”(Garcia,2007, p. 106); 
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“el detective y el soldado ni se regala ni se niega” (Garcia, 2007, p. 107), 
entre otros. El propósito de su jefe inmediato cuando le pide a Ingencio 
que compile una lista de máximas institucionales, es el de orientar las 
conciencias colectivas de los profesionales de inteligencia, cuyos hábitos 
de trabajo deben acercarse al ideal de la profesionalidad en los servicios 
públicos descrita por Weber (Bendix, 1977, pp. 105-108).8

Ingencio declara que “hacer inteligencia” sigue siendo un esfuerzo 
humano que no requiere educación formal para ejercerla. Ya sea que se 
use tal vez para conocer un posible cónyuge o se aplique para verificar 
la fidelidad de una esposa, descubrir secretos continúa siendo una moti-
vación básica y natural, especialmente si los secretos del sujeto están 
ocultos o se practique en operaciones de seguridad de Estado donde los 
fines varían al igual que la sofisticación técnica para obtener la infor-
mación (García, 2007, p. 97). Esta idea, si fuese asimilada por la “clase 
política”, podría conducir a una valoración más amplia de la legitimidad 
innata de la función de inteligencia del gobierno, cuando es llevada a 
cabo por servidores públicos contra fuentes que el público perciba como 
amenaza. Sin embargo, un clima institucional apropiado sigue siendo 
esencial para permitir que los funcionarios de inteligencia lleven a cabo 
sus acciones sin invocar la desaprobación pública o incluso el ridícu-
lo. Ingencio observa que la práctica en el SIN de usar sus agentes para 
proporcionar seguridad fronteriza de manera visible y pública socava el 
secreto y fácilmente lleva a la población a la burla de los procedimien-
tos de seguridad de la agencia, cuando posteriormente se asignaba a los 
mismos agentes trabajos de carácter clandestino o encubierto (García, 
2007, p. 49).

El idealismo burocrático de Ingencio tiene sus límites. Declara que 
los colombianos deben dejar de culpar al legado de sus antepasados por 
la corrupción pública actual. Sin embargo, no llega a decir que los servi-
dores públicos pueden terminar con la corrupción. En cambio, él culpa la 
falta de una legislación de la inteligencia que resulte apropiada, sin tener 
en cuenta la cuestión de si las leyes pueden o no aplicarse. Reconoce 
que el favoritismo da como resultado la contratación de funcionarios de 

8	  Donde, por ejemplo, los funcionarios públicos tienen la autoridad para conducir sus 

asuntos sobre la base de documentos escritos, conocidos públicamente, administra-

dos imparcialmente y vinculados legalmente. Para una interpretación de la teoría de 

la administración pública de Max Weber, ver Bendix (1977), especialmente el capítu-

lo 13, sobre legitimidad y burocracia.
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inteligencia deficientes. Ingencio también comenta, irónicamente, que 
los equivocados nombramientos y promociones “meritocráticas” pue-
den crear una envidia debilitante entre los colegas por la incomprendida 
designación de funcionarios que no estén a la altura. Al apropiarse de un 
adecuado proverbio del SIN para captar esa situación, declara que “Al que 
nunca se le ha aparecido la virgen, cuando se le aparece lo piensa matar” 
(García, 2007, p. 147), un aforismo que sugiere que todos aquellos que lle-
garon al poder no tardaron en abusar de este y limitaron la posibilidad 
para una reforma a la inteligencia, en el marco de los servicios de segu-
ridad pública por sí solos. 

Una entrevista con García (2016) en su oficina en Colombia, ofreció la 
oportunidad de conocer las intenciones del autor al escribir esta memo-
ria ficticia de sus quince años de servicio en el DAS. Afirmó que el libro 
es un enfoque novedoso para criticar las influencias corruptoras en el 
DAS, dirigido a lectores de todas las clases sociales, académicos y a los 
propios servicios de inteligencia. No buscó ni una revisión del manuscri-
to por el moribundo DAS antes de su publicación, ni aprobación, porque 
era una obra crítica pero preponderantemente literaria. Aunque muchos 
de sus excolegas del DAS al principio no encontraron útil la novela, a 
medida que la agencia avanzó hacia su extinción en 2011 la vieron como 
una documentación útil para revelar las razones de su disolución. Señaló 
que la prensa colombiana y algunos académicos han aplaudido la nove-
la porque se trataba de un tema inédito y llenaba vacíos en el registro 
de conocimientos entre los ciudadanos. No conoce memorias similares 
publicadas, pero varios excolegas se le acercaron para buscar recomenda-
ciones sobre cómo escribir bajo el nombre de otro o para obtener ayuda 
en expresar sus propios recuerdos del servicio de inteligencia. Su preo-
cupación restante es que la corrupción en el DAS refleja una tendencia 
delictiva similar en otras instituciones colombianas (García, 2016).

Inteligencia policial colombiana (Dirección de 
Inteligencia Policial) (Principios de los 2000)
El periodista colombiano Germán Castro Caycedo, en su novela 

Objetivo 4, combina las historias de 24 oficiales de la Policía Nacional, 
la mayoría de ellos especialistas en inteligencia, quienes rastrearon y 
finalmente capturaron dos sujetos subversivos y dos personas “objeti-
vos” del narcotráfico (Castro, 2010; “Germán Castro Caycedo y el libro 
más vendido”, 2010). Aunque las memorias combinadas aparecen en un 
estilo narrativo, novelístico, Castro Caycedo las considera como hechos. 
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Así lo dice porque “nuestra situación de seguridad es tan desoladora que 
supera cualquier esfuerzo por crear situaciones novelescas” (Castro, 2010, 
p. 11). Castro organiza las perspectivas separadas en una secuencia lógica 
para cada uno de los cuatro casos de búsqueda como objetivos de inteli-
gencia. La variedad de actores incluye agentes encubiertos de inteligen-
cia policial, analistas y sus supervisores, junto con comandos que no son 
de inteligencia y comandantes operativos experimentados. El autor crea 
suspenso ampliando gradualmente el campo de visión del lector. Este 
enfoque permite al lector identificarse con la determinación de un tenaz 
personal de campo aislado que tiene un conocimiento limitado del esta-
do de la misión y que habitualmente enfrentan circunstancias difíciles.

La evidencia que respalda la legitimidad pública de la Policía 
Nacional y su rama de inteligencia aparece en muchas formas. A pesar 
de las repetidas fallas en la captura de un objetivo, los informantes del 
autor expresan su interés en mantener la legitimidad con buenas prácti-
cas de inteligencia profesional y una ética sólida al mismo tiempo: “no 
es bueno obligar a las personas a que colaboren porque eso afecta mucho 
la seguridad y la información” (Castro, 2010, p. 38). Además, la percepción 
de legitimidad de la comunidad de inteligencia recibe un impulso con 
la noticia de que los oficiales de inteligencia de la policía en el cam-
po efectivamente compartieron las coordenadas de la ubicación de un 
cabecilla con la Fuerza Aérea, una novedad que reconoce la superioridad 
de los objetivos nacionales sobre los de la Policía Nacional sola (Castro, 
2010, p. 164). Finalmente, la evidencia de que los funcionarios en Bogotá 
monitorean continuamente las operaciones de campo de la inteligencia 
policial debe tranquilizar a los ciudadanos respecto a que las actividades 
sin control se detendrían rápidamente (Castro, 2010, p. 244). La narración 
reconoce que algunos oficiales de la policía local habían sido “compra-
dos” por los sujetos objetivo, pero las memorias combinadas demuestran 
el idealismo obstinado y de servicio público de los agentes de la Policía 
Nacional.

La perseverancia del equipo de la misión policial y de inteligencia 
ante los repetidos fracasos en la captura de un narcotraficante emerge 
como un tema central de los cuatro casos. La frustración de no poder 
capturar un objetivo, incluso después de varios intentos, también gene-
ra una mayor camaradería entre el personal de campo, sobre todo por-
que cualquier alternativa al trabajo en equipo lleva al estancamiento. 
Incluso un analista de campo que prefiere trabajar solo tiene que admitir 
las ventajas de un enfoque de equipo:
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[...] y el jefe entró a orientarme y me envió a Carlos, otro analista para 

que trabajara conmigo. Bienvenido. Es un hombre de gran experiencia. Es 

que... El trabajo de inteligencia no puede tener el menor viso de egoísmo 

y hay momentos en los cuales uno debe aceptar que, hasta cierto punto, 

existen límites, que uno no está viendo más adelante. (Castro, 2010. p 343) 

Un alto funcionario activo en el campo de operaciones de la poli-
cía le recordó al autor que los miembros de un equipo habían trabajado 
juntos durante trece años, permitiendo que las relaciones profesionales 
se convirtieran en personales. En la práctica, esta familiaridad dio la 
tranquilidad de que se expresaran preguntas, dudas y sugerencias entre 
todos sin importar el rango (Castro, 2010, p. 229). Mientras tanto, una 
analista de inteligencia indicó por qué el personal de inteligencia desa-
rrolla confianza mutua, cuando ella le confió al autor que un solo ope-
rador de inteligencia en el campo produjo una mayor cantidad de datos 
precisos sobre un objetivo que una docena de informantes utilizados 
durante toda la misión (Castro, 2010, p. 168). Todo esto no descarta la con-
tribución de los principales líderes de la inteligencia policial en la defini-
ción de las misiones. El autor solo menciona esta contribución de pasada 
(Castro, 2010, p. 189); sin embargo, también la narrativa deja en claro que 
una definición inicial del problema por parte de altos funcionarios dio 
forma a la inteligencia y la planificación operativa para la eventualmen-
te exitosa campaña contra cuatro objetivos difíciles. El trabajo en equipo 
y la coherencia de la misión en los rangos policiales hablan en voz alta 
de la legitimidad de este esfuerzo nacional, con apoyo del público.

Para ubicar estas memorias de inteligencia policial en un contexto 
más amplio, a partir de 2010, el Centro de Inteligencia Anticipativa de la 
Dirección de Inteligencia de la Policía Nacional ha puesto a disposición 
del público estudios en línea que demuestran el compromiso de la poli-
cía de utilizar la inteligencia como un servicio público de anticipación 
para lograr el objetivo estratégico de “prevenir, en vez de reaccionar”, 
a condiciones y acciones que amenazan la seguridad y la convivencia 
de los ciudadanos colombianos (Vargas, 2010). La inteligencia policial 
sigue siendo un escenario natural para crear legitimidad para los servi-
cios de inteligencia, debido a la visibilidad y la ubicuidad de esta parte 
de la Fuerza Pública, reforzada por los testimonios de la prensa sobre 
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su eficacia para salvaguardar la seguridad pública (“El Corazón de la 
Inteligencia Policial”, 2013).9 

Objetivo 4 valora los lazos de la Policía Nacional con las institucio-
nes militares, reforzados oficialmente por su formación conjunta de la 
Fuerza Pública del país. La obra también destaca las habilidades policia-
les únicas al usar la inteligencia para atacar y llevar ante la justicia a los 
clásicos criminales de la sociedad –insurgentes y narcotraficantes–, aun 
en los rincones más remotos de Colombia. 

Cuando la inteligencia policial, militar y civil (DAS) se combinaron 
para llevar a cabo una operación espectacularmente exitosa y amplia-
mente publicitada, como la Operación Jaque Mate para rescatar rehenes 
de alta visibilidad, la legitimidad de todos los servicios de inteligencia 
recibió un estímulo (“Los Gringos de la Operación Jaque”, 2008; Porch, 
2009, p. 441). Tratar con las legendarias Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia (FARC) de esta manera multiplica la legitimidad de los ser-
vicios de inteligencia. Colombia no está sola en América del Sur para 
combinar el esfuerzo de otros servicios de inteligencia con el fin de com-
batir el crimen organizado (Brandão y Cepik, 2013).

Implicaciones
Aunque los funcionarios de inteligencia generalmente prefieren que 

sus métodos o fuentes no se discutan abiertamente, como sucede en 
estas memorias, el robo por parte de Edward Snowden de gran cantidad 
de documentos de planificación, análisis y operaciones de los Estados 
Unidos ha demostrado que el acceso público al funcionamiento interno 
de las agencias de inteligencia puede tener un efecto positivo sobre la 
legitimidad percibida por el público de organizaciones cuyas acciones 
secretas quedan expuestas (Pillar, 2014). A raíz de la publicación periodís-
tica de documentos robados, la inteligencia puede ser vista como com-
petente y analíticamente sólida, de la misma forma como las memorias 
aquí revisadas permiten que una muestra de funcionarios de inteligen-
cia colombianos sean vistos como servidores públicos competentes y 
apasionadamente dedicados.

9	  El artículo describe como con los modelos tecnológicos de la Policía de la Ciudad de 

New York, Europol, el Departamento de Estado de los EE. UU. y el reconocimiento de 

la Association of Law Enforcement Intelligence Analysis a la Dirección de Inteligencia 

Policial (Dipol), la Policía Nacional de Colombia ha construido un centro de opera-

ciones para continuar desarticulando importantes redes criminales en el país.
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El hecho de que estas memorias registren experiencias similares 
entre los miembros de inteligencia militar, policial y civil da credibili-
dad culturalmente orientada al surgimiento de una comunidad de inte-
ligencia nacional, que mejora su legitimidad en Colombia.

Periodistas colombianos construyen una 
línea de base que sirve de patrón para evaluar 
la legitimidad de la inteligencia.

Litera Scripta Manet (la palabra escrita permanece) 
Existen muchas similitudes en la práctica de la inteligencia y ejer-

cicio del periodismo en las democracias constitucionales. Ambos son 
servicios públicos de información intensiva que apoyan la seguridad 
pública y están interesados en proteger sus propias fuentes de informa-
ción. La inteligencia puede influir en la narrativa de los medios a través 
de una liberación controlada de información, así como las historias de 
los medios pueden influir en la conducta de la Inteligencia a través de la 
sensibilización del público. Los medios pueden servir específicamente 
como un mecanismo de legitimación para la inteligencia, especialmente 
al informar acerca de operaciones exitosas y la institucionalización de 
la inteligencia (Hillebrand, 2012; Nomikos, 2013; Matei, 2007; Teirilä y 
Nykänen, 2016). Los profesionales de inteligencia pueden monitorear su 
propio comportamiento como servidores públicos preguntándose si una 
acción podría ser autodestructiva, si podría poner en peligro su agencia 
o dañar la seguridad pública y nacional, si esta se revela públicamente 
en los medios abiertos.10 En términos de la supervisión de inteligencia 
y responsabilidad, la cobertura mediática intensiva, que incluye perio-
dismo de investigación, equivale a efectuar “regulación por revelación” 
(Aldrich, 2009), particularmente cuando la supervisión externa por parte 
del poder legislativo es débil o inexistente.

10	  En los Estados Unidos, esto es conocido informalmente como el “examen del 

Washington Post”. Es decir, un empleado de una unidad de inteligencia guberna-

mental quien enfrenta un dilema ético puede resolver esto al preguntar si esta op-

ción particular, si se revela al público, conduciría a repercusiones con consecuencias 

para el analista, la agencia en cuestión, la comunidad de inteligencia, o el gobierno 

de los EE. UU.



274 FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES • DEPARTAMENTO DE CIENCIA POLÍTICA
ISSN IMPRESO 1909-230X • EN LÍNEA 2389-7481 • UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA • |

RUSSELL G. SWENSON • ÁLVARO VENEGAS

La cantidad, tema y tono de las historias periodísticas proporcionan 
evidencia del nivel y los cambios en el estado de la legitimidad de la 
inteligencia. Además de realizar un periodismo de investigación moder-
no, los periódicos colombianos han informado de forma retrospectiva 
sobre los abusos a los derechos humanos por parte de los servicios de 
inteligencia, desde antes de la implementación de la Ley 1621 (Dover y 
Goodman, 2009). La Ley 1621 de Colombia no obliga a los periodistas a 
proteger datos sensibles o clasificados, si los obtienen y luego desarro-
llan una historia sobre información sensible o clasificada. Los princi-
pales medios de comunicación en Colombia, y especialmente algunos 
medios periodísticos impresos, han mostrado su inclinación por publi-
car narraciones para informar a los ciudadanos sobre las instituciones 
de inteligencia. 

Al entrar a evaluar la cobertura de las historias publicadas que han 
aparecido en medios impresos colombianos sobre temas de legitimidad 
de inteligencia, anticipábamos encontrar que la mayoría de las crónicas 
enfatizaron las fallas e insuficiencias de las instituciones de inteligencia 
y el personal que opera a nivel nacional. Si esta expectativa correspon-
diera con la realidad del cubrimiento de la prensa, entonces el núme-
ro de artículos originales e importantes de los principales periódicos y 
revistas de noticias podría ser visto como una medida derivada y pro-
porcional de la ilegitimidad percibida en la inteligencia (Shiraz, 2015). 
Sin embargo, debido a que el cubrimiento de la prensa ya sea positivo o 
negativo por definición se correlaciona con mayor transparencia de la 
inteligencia, se establece una línea de base informativa que sirve para 
que el público estime si los servicios de inteligencia se están volviendo 
más o menos legítimos. Al dividir la búsqueda en las noticias en dos 
periodos, tres años antes y tres años después de la promulgación de la 
ley de inteligencia 1621, la Tabla 2 muestra el número bruto de menciones 
de instituciones relacionadas con la legitimidad de la inteligencia en los 
tres medios de comunicación impresa líderes. Más tarde, la Tabla 4 agre-
gará una estimación de las tendencias en legitimidad de inteligencia en 
Colombia, basada en una interpretación de las historias positivas y nega-
tivas meramente enumeradas en la Tabla 2.

Los tres medios de comunicación elegidos para este examen infor-
man regularmente sobre temas de inteligencia, y cada uno de ellos ha 
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demostrado independencia periodística durante varias décadas.11 Los 
autores revisaron la versión en línea de 300 artículos sobre asuntos de 
inteligencia publicados desde principios de abril de 2010 hasta finales de 
marzo de 2016. Este periodo de tiempo reconoció la aparición de tenden-
cias notables en los reportajes. Las consultas con periodistas afiliados a 
estos medios confirmaron que es probable que aparezcan importantes 
historias relacionadas con la inteligencia en los dos periódicos de circu-
lación diaria, tanto en edición impresa como en línea. Sin embargo, en el 
caso de la revista noticiosa Semana, aparece una combinación algo dife-
rente de artículos de opinión en cada presentación, impresa y online. Por 
ejemplo, el trabajo de cinco columnistas de opinión particulares aparece 
en la edición impresa, mientras que el de otros diez autores figuraban en 
la edición en línea.12

Tabla 2. Factores Relacionados con la legitimidad mencionados en los 

principales medios en línea colombianos sobre temas de Inteligencia: número 

bruto de ocurrencias

Elementos de 

Interés en Artículos 

Periodísticos 

El Tiempo Semana El Espectador

2010-2013 2013-2016 2010-2013 2013-2016 2010-2013 2013-2016

Sistema de 

Inteligencia en 

general

1 1 2 7 3

Presidencia 24 20 9 19 4 23

Consejo de 

Seguridad Nacional
1 1 3

Junta de Inteligencia 

Conjunta
1 4 1 1 1

Congreso 10 2 7 3 11 16

Corte Suprema 9 12 3 8 2 2

Comisión Legal de 

Seguimiento
1 1 2 2 6 9

Fiscalía General 12 27 7 21 7 29

Contralor General 2 2 2 8

11	  Periódico El Tiempo, fundado en 1911; la revista semanal Semana, fundada en 1948; y 

el diario El Espectador, fundado en 1887. Todos gozan de una sólida reputación nacio-

nal e internacional por su seriedad e independencia periodística. Ver Baquero (2003).

12	  Número total de artículos examinados de cada fuente: El Tiempo, 110; Semana, 75; El 

Espectador, 115.
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Procuraduría 

General de la Nación

8 5 6 2 9 12

Defensor Público 1 1

Ministerio de la 

Defensa

3 2 2 8 11

DAS/DNI 40 29 21 17 14 28

Inspector General de 

la DNI

1 3 1 2 2

Inteligencia Militar 3 12 4 20 2 17

Inteligencia Policial 5 16 2 5 5 24

Unidad de 

Información 

Financiera

6 4 2 3 3 5

Ley de Inteligencia 5 3 5 2 19 13

Menciones Totales* 130 139 77 107 102 207

Nota. creada por los autores a partir del examen de artículos originales, importantes 
y en línea. * Las menciones múltiples de un dato dentro de un artículo cuentan como 
una sola referencia.

Las numerosas menciones de las instituciones y del marco de veedu-
ría de la inteligencia de Colombia que se muestran en la Tabla 2 sugieren 
que una lectura cuidadosa de los artículos de los medios en línea puede 
familiarizar a los ciudadanos colombianos con la amplitud de la comu-
nidad de inteligencia y sus bases democráticas. Sorprendentemente, el 
Defensor del Pueblo fue nombrado en menos artículos que cualquier 
otro elemento relacionado con la legitimidad. Este hallazgo sugiere que 
el Defensor del Pueblo aún no se ha convertido en una parte activa de la 
supervisión de la inteligencia, a pesar del papel previsto para esta enti-
dad, como mediadora en conflictos entre los derechos individuales de 
los ciudadanos y el establecimiento de Inteligencia.

Para proporcionar algún matiz adicional a esta sencilla compilación, 
se pueden plantear algunas preguntas sobre la legitimidad de la inte-
ligencia colombiana tal como la interpretan los principales medios en 
línea. Una pregunta posible es cuántos periodistas diferentes (autores 
registrados) están representados en el conjunto de los 300 artículos, y 
qué podría significar eso destinado al cubrimiento de la inteligencia. 
Anticipamos que cuanto mayor sea la variedad de autores, menor será la 
probabilidad de complicidad entre las fuentes de información del gobier-
no y la postura adoptada en el artículo sobre asuntos de inteligencia. 
La falta de adhesiones cómplices también reduce la posibilidad de que 
los medios pasen por alto prácticas de inteligencia cuestionables, que 



277 15 (30) 2020 JULIO-DICIEMBRE • PP. 249-297

EVALUANDO LA LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA DE LA INTELIGENCIA NACIONAL COLOMBIANA

debilite su legitimidad. Además, cualquier periodista renombrado en 
particular, preocupado por su reputación de independencia en un mer-
cado laboral competitivo en los medios no claudicaría ni abandonaría la 
cobertura de comportamientos erráticos de la inteligencia. 

Un total de 27 autores utilizaron su nombre al escribir artículos de 
opinión para los tres medios (ver la siguiente Tabla 3). En suma, un total 
de solo 34 periodistas, incluidos los 27 escritores de opinión, fueron iden-
tificados como autores, en el total combinado de 300 artículos revisados 
en los tres medios de comunicación en línea. La preponderancia de artí-
culos escritos anónimamente traslada el asunto de la colaboración entre 
autores individuales y fuentes de inteligencia del gobierno a la cuestión 
de la reputación por su independencia de las tres publicaciones periódi-
cas. La buena reputación de reportajes independientes de cada una de 
las tres empresas periodísticas, sumado al tono directo y relativamente 
duro de los 27 autores de artículos de opinión independientes, respalda 
la conclusión de que cada medio continúa manteniendo su reputación 
de independencia frente a la interferencia del gobierno con la libertad 
de expresión. La relativa falta de interferencia del gobierno con los infor-
mes de los medios y los comentarios obstinados también sugiere que 
existe un entorno propicio para el crecimiento de la legitimidad de la 
inteligencia en Colombia, al menos desde 2010.

Otro asunto involucra el efecto práctico de la disposición sobre liber-
tad de expresión en la Constitución colombiana de 1991 (Const. 1991, 
art. 20).13 La generosa disposición de esta Constitución para la libertad 
de prensa está controlada por el artículo 33, parágrafo 4 de la Ley de 
Inteligencia 1621 (Ley estatutaria 1621, 2013, art. 33) , que establece un 
límite auto regulador a la libertad de prensa con respecto a reportajes 
relacionados con la inteligencia.14 La capacidad de un periodista para 
ejercer la libertad de expresión sobre asuntos de inteligencia en nombre 

13	  El artículo dice: “Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su 

pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y 

la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabi-

lidad social […] No habrá censura” (Const. 1991, art. 20).

14	  “El mandato de reserva no vincula a los periodistas ni a los medios de comunicación 

cuando ejerzan su función periodística de control del poder público, en el marco de 

la autorregulación periodística y la jurisprudencia constitucional, quienes en cual-

quier caso estarán obligados a garantizar la reserva respecto de sus fuentes” (Ley 

estatutaria 1621, 2013, art. 33).
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de los ciudadanos debería contribuir a la legitimidad de esta función 
gubernamental al promover la transparencia entre las instituciones y 
actividades de inteligencia. Por otro lado, ¿se puede cuestionar dicha 
legitimidad si algún periodista ha sido amenazado o retirado de su car-
go, debido a la insatisfacción del gobierno con los reportes sobre inteli-
gencia? (Otis, 2014).

Algunos casos de obvia interferencia del gobierno con la libertad de 
expresión periodística surgieron en la revisión de artículos de medios 
en línea en el periodo de tiempo 2010-2016. Dicha interferencia inclu-
yó, desde el "hackeo" de la computadora y la destrucción de archivos 
electrónicos a un periodista hasta un caso claro de vigilancia punitiva, 
electrónica, de inteligencia de la Policía Nacional en la vida personal 
y profesional de Vicky Dávila, la directora de noticias de un programa 
radial a nivel nacional, la FM y otros dos periodistas, uno de ellos colum-
nista de Semana.15

En 2014, Dávila había transmitido noticias reveladoras sobre la 
“Comunidad del Anillo”, una supuesta red de prostitución homosexual 
dentro de la Policía Nacional. En respuesta, según fuentes de investiga-
ción judicial, la inteligencia policial comenzó a monitorear su actividad 
y amenazar su seguridad (“El informante”, 2015; “Diez frases”, 2015). Al 
final, los funcionarios del gobierno presionaron a Dávila para que publi-
cara un video sin editar de su conversación con un informante sobre 
el escándalo de la policía, y se vio obligada a renunciar a la FM (“Vicky 
Dávila renuncia”, 2016). El comandante de la Policía Nacional renunció 
a su cargo en febrero de 2016 a raíz de la investigación continua sobre 
la participación de la policía en el caso Dávila. La citada investigación 
había sido solicitada por el presidente Santos, y fue realizada por la 
Fiscalía General de la Nación (“El trasfondo”, 2015; “Escándalo”, 2016). 
Siempre y cuando los perpetradores acusados de intimidar a Dávila sean 
solamente personal de la Policía Nacional, y resulten procesados con éxi-
to, el daño a la legitimidad de la inteligencia seguirá siendo limitado. 

También en 2014, el Fiscal General abrió una investigación “extre-
madamente grave” sobre la posesión de una lista de los contactos de 
correos electrónicos de periodistas y funcionarios nacionales e interna-
cionales de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz por parte de 

15	  No se muestran los URL de los artículos de las tres fuentes periódicas colombianas 

para evitar el desorden bibliográfico. Todos los artículos están disponibles al buscar 

artículos y títulos periodísticos.
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la inteligencia militar colombiana. La implicación era que las personas 
en la lista habían sido objeto de rastreos y escuchas telefónicas ilega-
les (“Fiscalía investiga”, 2014). La investigación realizada por periodistas 
de Semana estableció que esta lista de correos fue entregada a piratas 
informáticos privados por parte de funcionarios de inteligencia militar, 
como parte de la práctica común de la contratación externa, para obte-
ner información de cuentas privadas de correos electrónicos. El informe 
de una comisión especial del Ministerio de Defensa sobre este caso y 
otras irregularidades resultó en sanciones y destitución a unos 30 miem-
bros de las fuerzas de seguridad (“El informe”, 2015). Los informes de 
Semana alentaron las investigaciones del Fiscal General sobre las accio-
nes del personal de inteligencia militar.

Los reporteros de los medios en línea continúan señalando su preo-
cupación por el problema mayor, en el que las compañías de tecnología 
de la información se dedican de manera privada a la vigilancia de las 
comunicaciones personales en el país y venden dicha información al 
mejor postor (Laverde, 2014). Aunque, ahora los servicios de Inteligencia 
parecen no estar involucrados en esta práctica, pierden legitimidad por 
estar asociados, a los ojos del público, con prácticas de inteligencia simi-
lares a los tiempos del DAS, que incluían la intimidación a periodistas.

La Tabla 3 muestra el número y la principal preocupación de los artí-
culos de opinión que aparecieron en cada una de las tres publicaciones 
periódicas.

Tabla 3. Temas periodísticos claves en la legitimidad de la Inteligencia. Cuenta 

bruta de artículos con dudas específicas, en artículos de opinión online

Medio de Comunicación
El 

Tiempo
Semana

El 

Espectador

Respuesta de la clase política 

e institucionalidad Principal preocupación 

del artículo

Libertad de Expresión 

Prensa
5

Investigaciones de Fiscalía 

General

Dominación Militar de la 

Inteligencia
1

Agencia de inteligencia civil 

llegará a ser independiente

Monitoreo Ilegal de la 

Inteligencia
7 7 3

Investigaciones Fiscalía 

General y acciones 

presidenciales

Laxitud en la supervisión 1 2
Artículos periodísticos de 

opinión

Excesivo Secretismo 

Gubernamental
2 Ninguna acción tomada
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Deficiencias en Ley de 

Inteligencia
1 2

Ley de 2009 actualizada en 

2013

Extralimitación decreto 

presidencial (1704) que 

exige a compañías de 

comunicaciones entregar 

datos a las agencias

1

Decreto 1704 de octubre 

de 2012 suspendido por el 

Consejo de Estado. Agosto 

2013

Estancamiento de 

Inteligencia 
1

Rendición de cuentas 

gubernamental

Inteligencia electrónica 

amenazas al Estado 
1

Desarrollo legal e 

institucional 

Operaciones de 

Inteligencia contra ONG
1

Investigaciones de la Fiscalía 

General o de Inspectores 

Generales 

Uso de información 

de inteligencia para 

beneficio político

1

Separación de la agencia civil 

de la dirección del despacho 

presidencial

Venta de información de 

inteligencia
1

Investigaciones de la Fiscalía 

General o Inspector General 

Total artículos de opinión 10 11 16

Nota. Compilación efectuada por los autores a una revisión de artículos en línea de tres 
medios impresos.

Como se documenta a lo largo de este ensayo, las respuestas positivas 
de las instituciones gubernamentales y de la clase política a las preo-
cupaciones expresadas por los autores de artículos de opinión sugieren 
una tendencia de refuerzo de la legitimidad de la inteligencia en todas 
las áreas temáticas exento en una (el excesivo secretismo gubernamen-
tal). El gobierno colombiano podría abordar esa deficiencia al reducir la 
intimidación de los periodistas, junto con la implementación de otras 
iniciativas de transparencia.

Un artículo de opinión de El Espectador, que discute la composición 
de la nueva Ley de Inteligencia, ofrece una descripción breve de tales 
inquietudes y su posible solución. El artículo ilustra el pensamiento de 
un columnista de opinión, Ramiro Bejarano, sobre el tema del monitoreo 
ilegal de inteligencia. Bejarano, ex director del DAS, preguntó al director 
de la Dirección Nacional de Inteligencia, de la época, Almirante Álvaro 
Echandía, ¿cómo hará la DNI para producir sus documentos de inteli-
gencia, si no pueden hacer interceptaciones sin orden judicial? Echandía 
respondió que “Nosotros sí podemos hacer vigilancia del espectro elec-
tromagnético, que es diferente. No podemos interceptar conversaciones 
privadas, por ejemplo, las que se hacen a través de un celular. El uso 
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del espectro electromagnético es una cosa diferente” (Bejarano, 2011). 
Bejarano interpretó las palabras de Echandía en el sentido de que el 
monitoreo del espectro electromagnético es poco menos que acceder a 
la información y conversaciones privadas, sin permiso de los jueces, en 
violación de la Constitución. En opinión de Bejarano, el pronunciamien-
to que recoge esta visión distorsionada estaba a punto de ser incluido 
en la ley propuesta y si la Corte Constitucional, después de su revisión 
automática de constitucionalidad, diera su bendición a esta maniobra, 
(lo que pronto hizo) Bejarano preguntó: “¿dónde andará el Defensor del 
Pueblo?” (Bejarano, 2011).

La responsabilidad del periodismo de investigar las acciones de las 
autoridades gubernamentales y reforzar los ideales democráticos en 
nombre de los ciudadanos está consagrada en la Ley 1621 de Colombia 
(2013, art. 33). La desconfianza de las agencias de inteligencia y la intimi-
dación a periodistas, lejos de ser exclusivas de Colombia, sigue siendo un 
tema común incluso en democracias estables (Savage y Weisman, 2013; 
“Plugging Leaks”, 2015; Ball, 2015). No es sorprendente, entonces, encon-
trar en la Tabla 3 una proporción comparativamente grande de artículos 
de opinión de periodistas preocupados más por la libertad de expresión 
de prensa que respecto a su cobertura relacionada con los problemas de 
gestión de la inteligencia.

Los cambiantes perfiles institucionales enmarcan 
el caso de la legitimidad de la inteligencia
Mirando hacia el futuro, el tono de las memorias de inteligencia, 

combinado con el estilo y la orientación de los artículos de periodismo, 
indican el estado actual y futuro de la legitimidad de la inteligencia en 
Colombia. El observador argentino Eduardo Estévez y Carlos Maldonado, 
de Chile, al rastrear la evolución de la democratización de la inteligen-
cia en América del Sur, expusieron varios indicadores observables y aso-
ciados a la legitimidad (Estévez, 2014a, p. 579; 2014b, p. 33; Maldonado, 
2009).

Algunos de estos se incorporan a la Tabla 4, junto con otros diseña-
dos por los autores del presente artículo. Como argumenta Estévez, estos 
indicadores se convierten en medidas de la legitimidad cuando reflejan 
la experiencia de un país con su sistema de Inteligencia a lo largo de al 
menos una década, y en diferentes regímenes políticos nacionales.
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Tabla 4. Reportes de medios y tendencias en la legitimidad de la inteligencia 

colombiana antes y después de abril de 2013 Promulgación de la Ley de 

Inteligencia 1621

Indicadores de 

Legitimidad

Historias Negativas
Historias 

Positivas

Historias 

Neutrales 

Evaluación 

Neta de 

Legitimidad

Antes Después Antes Después Antes Después
Antes hasta 

Después

Revelaciones de 

investigaciones 

periodísticas

14 24 2 3 16 Creciendo

Revelaciones de 

filtraciones de 

servidores públicos

9 19 3 Creciendo

Coherencia del 

esperado y actual 

comportamiento 

profesional

48 45 4 16 1 10 Creciendo

Efectividad de 

la supervisión 

legislativa

3 5 2 3 4 3 Sin cambio

Efectividad de 

la supervisión 

judicial, fiscal y 

administrativa

25 29 12 11 1 1 Sin cambio

Colaboración 

agenda de 

inteligencia

1 3 1 4 Creciendo

Violación a los 

derechos humanos
30 28 5 3 Sin cambio

Mal uso de fondos 

públicos
7 12 2 Decreciendo

Artículos de 

prensa críticos con 

las agencias de 

inteligencia

61 77 4 11 1 7 Creciendo

Independencia 

de la Junta de 

Inteligencia 

Conjunta

1 1 5 Sin cambio

Procesos penales 

a funcionarios 

de inteligencia 

viciados

16 Creciendo
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Intimidación de 

la inteligencia 

a periodistas 

específicos

2 25 Decreciendo

Totales 201 268 30 64 12 45 Mejorando

Nota. Indicadores de Eduardo Estévez y autores presentes; evaluaciones de los autores.

Evaluación de tendencias de legitimidad a partir del 
análisis de indicadores del cubrimiento de noticias
 Un aumento dramático en el volumen del cubrimiento de la prensa 

a los asuntos de inteligencia desde antes hasta después de la promulga-
ción de la Ley 1621 se hace evidente en los resultados totales. El mayor 
número de artículos posteriores a la ley que adoptaron una visión de 
inteligencia positiva, negativa o neutral (65 en comparación con 25 de 
los primeros dos indicadores y 95 a 66 para “historias de prensa, críticas 
con las agencias de inteligencia”) respalda la idea de aumentar la legi-
timidad, simplemente porque la cobertura más extensa y crítica de la 
prensa de buena reputación, promueve la legitimidad a través de una 
mayor transparencia. Las historias sobre el enjuiciamiento penal de deli-
tos cometidos  por funcionarios de inteligencia que actúan por cuenta 
propia también aumentaron dramáticamente después de la promulga-
ción de la ley de inteligencia, y aunque las disposiciones de la Ley 1621 no 
figuraban directamente en el enjuiciamiento de más de 20 empleados en 
su mayoría de alto nivel para 2015 (“Los audios”, 2015), la difusión acom-
pañante ha ayudado a confirmar a los ojos del público que la mayoría 
de los servidores públicos llevan a cabo sus funciones de manera hono-
rable y legítima.16 El creciente sentido de coherencia entre lo esperado 
(un servicio público ético) y el comportamiento real del profesional (16 
historias positivas después de la ley versus 4 historias positivas antes de 
la ley) demuestra este punto.17 Los informes de prensa que indican una 
mayor colaboración de la agencia de inteligencia, de forma posterior a la 

16	  El artículo 15 de la Constitución colombiana de 1991 declara que “la correspondencia 

y demás formas de comunicación privada son inviolables” (Const., 1991, art. 15). Este 

pasaje subyace a los cargos típicos de conspiración, violación ilegal de comunica-

ciones, uso indebido de equipos y abuso de autoridad. Ver “Condenan a exdirector” 

(2014).

17	  Ejemplos de esa coherencia aparecen en un artículo sobre un funcionario de inteli-

gencia que pudo haber participado en actividades de monitoreo ilegal en violación 
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ley también indican un aceptable comportamiento orientado al servicio 
público.

En contraste, un mayor número de historias de prensa mostró una 
disminución de la legitimidad de inteligencia, asociada a dos indica-
dores: el mal uso de los fondos públicos y la continua intimidación de 
periodistas por parte de funcionarios de inteligencia. El mal uso de los 
fondos públicos, y en particular los “fondos reservados” de la operación 
de inteligencia, por parte de la inteligencia de la Policía Nacional y la 
Contraloría, según lo informado por la prensa, han deteriorado la con-
fianza cada vez mayor en que los funcionarios de inteligencia se compor-
ten de manera correcta y honorable como servidores públicos (Laverde, 
2013b). Los ataques de inteligencia a periodistas continuaron siendo un 
problema durante el periodo de estudio, pero surgieron en el discurso 
público como un problema dramático después de mediados de 2013, 
cuando los periodistas llegaron al extremo de poner a prueba su libertad, 
al apoyar los artículos con información de inteligencia de la que habían 
tenido conocimiento privilegiado.18

Evaluación de la legitimidad institucional 
a partir de artículos de prensa
Durante la administración de Uribe (2002-2010), algunos funcionarios 

del DAS se dedicaron a la vigilancia electrónica organizada, la infiltración 
a periodistas, políticos de oposición y organizaciones no gubernamenta-
les. Su director, Jorge Noguera, en 2011 fue sentenciado a 25 años de pri-
sión por contribuir con la muerte de un profesor universitario a través de 
la entrega ilegal de información confidencial a las fuerzas paramilitares 
(“Infiltrando la democracia”, 2011; “Jorge Noguera, condenado”, 2011).

En la nueva administración de Santos, y al menos hasta 2013, algu-
nos elementos de los servicios de inteligencia colombianos continuaron 
la vigilancia generalizada de políticos y periodistas, incluso después de 
la disolución del DAS y la creación de la nueva Dirección Nacional de 
Inteligencia (DNI). Las tardías confesiones públicas en 2015 de un juga-
dor clave en el espionaje a la Corte Suprema de Justicia de la era Uribe, 
William Romero, el subdirector de Fuentes Humanas del DAS hasta 

de la Constitución (“Por seguir a periodistas”, 2013), y en un examen de la efectividad 

de la Unidad de Información y Análisis Financiero (ver Laverde, 2013a).

18	  Por ejemplo, un periodista se refirió explícitamente al uso de fuentes de documen-

tación clasificada para el artículo de Bolaños (2016).
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2009, recuerda lo similar, aunque menos inquietante, de hechos admiti-
dos contados por otros agentes de inteligencia colombianos, tal como se 
registra en las narrativas (revisadas anteriormente) (Laverde, 2015). 

Sin embargo, los escándalos menos generalizados que ocurrieron des-
pués de la promulgación de la Ley 1621 han no obstante recibido una 
cobertura más completa que las noticias anteriores a la ley, publicadas 
por estos tres medios periodísticos. Poco después de la entrada en vigor 
de la Ley 1621, el subdirector de la DNI fue implicado por su supuesta 
participación y responsabilidad en interceptaciones ilegales a periodis-
tas, otrora realizadas por el DAS (“Por seguir a periodistas”, 2013). Más 
tarde, en 2013, la prensa informó acerca de la sospechosa contratación 
para la adquisición de sofisticados equipos de interceptación electróni-
ca por parte de la Contraloría (Laverde, 2013b). El jefe de inteligencia 
del Ejército fue relevado de su cargo por permitir el monitoreo electró-
nico no autorizado de las negociaciones del Gobierno con las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) en 2014 (“Jefe de inteligen-
cia”, 2014). Como se señaló anteriormente en el caso de la (comunidad 
del anillo), el comandante de la Policía Nacional renunció a principios de 
2016 a raíz de la publicidad generalizada sobre la vigilancia electrónica 
y en particular, por el acoso a los periodistas responsables de iniciar el 
cubrimiento a las irregularidades de la inteligencia policial posteriores 
a la ley de inteligencia (“Chuzadas a periodistas”, 2015; “Las claves”, 2015).

Una pregunta clave que debe responderse a mediano plazo es si la 
Dirección Nacional de Inteligencia se habrá ganado la legitimidad que le 
permitirá sobrevivir intacta cuando la administración de Santos llegue 
a su fin. Al momento de escribir este artículo, parece que la respuesta 
será afirmativa, como producto de ser ya no el brazo operativo de la Casa 
de Nariño. Desde mediados de 2013, ha escapado en gran medida de los 
escándalos provocados anteriormente por la estrecha asociación del DAS 
con las administraciones presidenciales.19 Si la DNI u otros funcionarios 
de inteligencia no se ven frustrados al reportar irregularidades en las 
que hayan participado u observado, la legitimidad de esta función del 
gobierno continuará mejorando.

19	  Una posible excepción surgió en 2014 cuando dos funcionarios de la DNI se involu-

craron en un caso en el que el Ejército había subcontratado de manera cuestionable 

el monitoreo de las comunicaciones internas a “piratas informáticos”. Ver “La DNI y 

los hackers” (2014). La naturaleza de la participación de la DNI en este caso y su resul-

tado siguen sin estar claros.
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Además, para 2015, quedó claro que las autoridades judiciales colom-
bianas garantizarían que la impunidad por actividades delictivas, un 
fenómeno común en el país, no se extendieran a los ex funcionarios de 
inteligencia. María del Pilar Hurtado, directora del DAS 2007-2008, regre-
só del exilio en Panamá y estuvo detenida hasta que fue sentenciada a 
14 años de prisión por su papel en el monitoreo ilegal a la toma de deci-
siones de la Corte Suprema de Justicia, entre otros sujetos considerados 
objetivos internos (“Uribe lamenta”, 2015). Al mismo tiempo, el secretario 
personal del presidente Uribe, Bernardo Moreno, fue sentenciado a ocho 
años de arresto domiciliario por colaborar con funcionarios del DAS con-
tra los mismos funcionarios objetivo (“Condenan a 8 años”, 2015).

Como lo explica la evaluación neta variable de los indicadores (una 
mezcla de “aumento”, “disminución” y “ningún cambio” en la columna 
final de la Tabla 4), el fuerte cubrimiento de la prensa en gran medida 
sin restricciones sobre los escándalos relacionados con la inteligencia, 
ambos antes y después de abril de 2013, revela que la incertidumbre per-
manece con respecto a la legitimidad de la inteligencia en Colombia. El 
registro mixto, documentado por la prensa, cubre no solo la Dirección 
Nacional de Inteligencia, sino que se extiende a toda la comunidad de 
inteligencia. Sin embargo, una tendencia a “mejorar” la legitimidad apa-
rece en el resultado final de la Tabla 4 (Totales), donde el registro revela 
una cobertura de prensa más extensa después de la promulgación de la 
Ley 1621, lo que facilita una mayor comprensión pública de esta función 
del gobierno y la factibilidad de un escrutinio continuo de instituciones 
de inteligencia y sus actividades.

Otros aspectos de la institucionalidad relacionada 
con la legitimidad de la inteligencia 
Las instituciones de seguridad colombianas tienen una larga historia 

de colaborar voluntariamente con los servicios de seguridad de otros paí-
ses, construyendo su reputación junto con una confianza internacional 
mutua. Las fuerzas militares colombianas participaron bajo los auspi-
cios de las Naciones Unidas en el conflicto de Corea (1950-1953) (Coleman, 
2005; Danley, 1998; Ramsey, 1967). En el campo de la inteligencia, en par-
ticular, Colombia coopera regularmente con el Reino Unido, Israel y 
los Estados Unidos, entre otros (Tase, 2014). Bajo la administración de 
Santos, Colombia ha exportado su modelo de operaciones militares y 
policiales a Centroamérica (Mercado, 2013). En conjunto, estos episodios 
de colaboración internacional, bilateral o multilateral han construido 
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una base de confianza mutua para la mejora constante de la legitimidad 
de la inteligencia desde la perspectiva de proyectar una colaboración útil 
con potenciales aliados extranjeros de inteligencia.

Hallazgos
Como un concepto poco explorado, la legitimidad de la inteligen-

cia permanece abierta a la interpretación e invita a hacer investigación 
empírica sobre la naturaleza de la experiencia de un país con sus prin-
cipios de funcionamiento y en el asunto de cómo podrían indicarse las 
tendencias en su avance o declive. Al explorar las leyes colombianas, las 
memorias de los profesionales y la cobertura de los medios de comuni-
cación en línea sobre temas de inteligencia en el contexto de la legitimi-
dad, los autores desarrollaron una estrategia para generar e interpretar 
datos primarios.

Con la Ley de Inteligencia 1621 completamente examinada y vigente 
desde 2013, no solo los inspectores generales colombianos y el Defensor 
del Pueblo recurren a la voluntad refinada por el público, usándola como 
una guía para juzgar el comportamiento apropiado de las agencias de 
inteligencia, pero también los profesionales de inteligencia de mane-
ra individual pueden consultar sus disposiciones, junto con las regula-
ciones de implementación, para determinar los límites de su acción en 
el curso diario del trabajo. Otros factores más allá de las disposiciones 
legales y reglamentarias aún pueden influir en la decisión de utilizar 
una práctica cuestionable, pero si eligen hacerlo, los funcionarios serán 
conscientes de pisar un terreno peligroso: la terra incognita de la ética. 
En un medio en el que los funcionarios de inteligencia pasen un tiempo 
en prisión por irregularidades de inteligencia, aun si “solo cumplían con 
las demandas de su director”, la ley de inteligencia y sus reglamentos de 
implementación constituyen un respaldo para los funcionarios de inte-
ligencia cuyo cumplimiento de los principios y procedimientos social-
mente autorizados subrayan la legitimidad de su trabajo. 

Las memorias y relato ficticio expresan sentimientos poderosos que 
iluminan la contribución de la cultura de inteligencia para que los pro-
fesionales de inteligencia obtengan un papel legítimo en una sociedad. 
Estos aportes de los miembros de inteligencia del Ejército de Colombia, 
la Policía Nacional y la agencia de inteligencia civil muestran los desa-
fíos sociales y psicológicos diarios, inesperados, que enfrentan los ser-
vidores públicos a lo largo de su vida profesional. Las memorias hacen 
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un recuento de la exposición directa de los funcionarios de inteligencia 
frente a la vida aparentemente cómoda y gratificante de los que se apro-
vechan ilegalmente, y su lucha para no sucumbir ante las tentaciones de 
una actuación burocráticamente dolosa.

Al mismo tiempo, las memorias permiten a los profesionales escogi-
dos lidiar por elección con la legitimidad pública de su oficio, a través 
de la reflexión de dilemas éticos. Por ejemplo, al debatir si ser solidarios 
con los compañeros de la agencia errados en su accionar, o si permane-
cer fieles a los ideales de la burocracia weberiana. Las memorias tienden 
a optar por el idealismo, encarnado en la cultura del servicio público 
desinteresado, un ideal internacionalmente reconocido y típicamente 
inculcado en la formación de agentes a nivel básico. Por supuesto, los 
editores se ponen del lado de algunos autores de tales narrativas y no de 
otros, al elegir manuscritos de aquellos cuya trayectoria laboral parece 
públicamente aceptable.

El cubrimiento de la prensa altamente visible y el enjuiciamiento a 
los funcionarios de inteligencia explorados en este estudio constituyen 
una declaración sobre la responsabilidad social de los altos funcionarios 
de inteligencia, particularmente del sistema de inspectores generales,20 y 
contrasta con el alto nivel de impunidad de otras actividades criminales 
en Colombia.21

Con menores oportunidades ahora para el personal de inteligencia, 
de ser alentado por las autoridades políticas, para confabularse con un 
lado u otro de facciones internas rivales armadas, surge una oportuni-
dad para ejercer controles y equilibrios ejecutivos en el enjuiciamiento 
de actividades delictivas no ideológicas en todo el país. Mientras tanto, 
los servicios de inteligencia, especialmente en virtud de estar sujetos 
a una supervisión públicamente visible y legalmente vinculante, han 
ganado legitimidad a partir de la historia reciente de esta rendición de 
cuentas legalmente exigida.

20	  Un artículo en El Tiempo destaca el papel de los inspectores generales como ga-

rantes de la transparencia para la comunidad de inteligencia, pero inmediatamente 

después de un nuevo escándalo de inteligencia, también lamenta el bajo perfil del 

Inspector General de la DNI. Ver “Inteligencia estatal” (2014).

21	  Ver Amnesty International (2020) y Fundación Paz Ciudadana (2015). Ambas publi-

caciones colocan el nivel de impunidad por delitos cometidos en Colombia, incluso 

aquellos tan graves como el asesinato, del 95 % al 98 %.
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Aunque ninguna encuesta de opinión ha probado específicamente 
la percepción pública de los servicios de inteligencia, las encuestas de 
opinión que han hurgado las percepciones sugieren que, en la medida en 
que el público considera que los servicios de inteligencia actúan como 
aliados de las fuerzas armadas, estos disfrutan de más del 50 % de apro-
bación de su actividad oficial. Pero si se ve la inteligencia como parte 
indiferenciada de la burocracia gubernamental nacional, su favorabili-
dad disminuiría hasta un 23 %. Debido a que los servicios de inteligencia 
obtienen una cobertura de noticias favorablemente predominante por 
cuenta de operaciones exitosas que se dan a conocer al público, podría-
mos anticipar que los servicios de inteligencia serán considerados más 
como entes militares, que como una burocracia sin rasgos distintivos.22

Los indicadores clave de la legitimidad de la inteligencia, ya sea inter-
pretados desde la perspectiva de las directrices legales y ejecutivas, las 
memorias de los profesionales o los reportajes de los medios de inte-
rés público sugieren que la legitimidad de los servicios de inteligencia 
colombianos está en alza. Al mismo tiempo, otros indicadores apuntan 
a las dinámicas negativas y particularmente involucran la intimidación 
de inteligencia a periodistas, que no pueden ser resueltas únicamente 
por la supervisión del gobierno. Por el contrario, el espíritu de reforma 
encarnado en el mensaje inspirador de algunos autores de las memorias 
puede estimular una conciencia orgánica de la responsabilidad social, 
y no solo la miopía institucional, para ganar y mantener la legitimidad.

Conclusión
Este estudio holístico evaluó el valor motivacional de las memorias 

de inteligencia, las leyes y regulaciones gubernamentales pertinentes, 
y numerosos artículos de investigación periodística  para obtener una 
comprensión de los factores cruciales en el surgimiento de la legitimi-
dad de la inteligencia colombiana. Este enfoque permitió a los autores 
reflexionar sobre entornos pasados, presentes y futuros que rodean el 
fenómeno de la legitimidad de la inteligencia colombiana. Tres bastiones 
de dicha legitimidad: la cultura del profesional de inteligencia, las orga-
nizaciones e instituciones de inteligencia colombianas, y el contexto de 
la actividad de inteligencia colombiana y sus acciones de supervisión, 

22	  Entre las memorias revisadas en este estudio, Objetivo 4 en particular, con su re-

cuento de cuatro misiones de inteligencia policial exitosas, respalda este hallazgo.
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contribuyen a afinar la definición y explorar los parámetros sociales de 
legitimidad para funcionarios públicos y académicos por igual. 

Las memorias creadas por profesionales de inteligencia ofrecen una 
interpretación auténtica  basada en la experiencia en cuanto a cómo la 
experiencia reciente, pero histórica, ha contribuido o impedido la legi-
timidad de la inteligencia. La perspectiva estratégica característica de 
muchos años permite que los manuscritos de historia de vida refuercen 
esta profundidad estratégica.

Una narrativa convincente tiene influencia duradera en la visión 
del mundo laboral de oleadas entrantes de servidores públicos, a través 
de su entrenamiento de inteligencia o sus experiencias educativas. Los 
autores del presente artículo no encontraron difícil el relacionar episo-
dios de la experiencia de los creadores de las memorias con temas de 
legitimidad de inteligencia. La autonomía potencial de los profesionales 
independientes hace que las memorias sean particularmente instructi-
vas para los ciudadanos, periodistas y autoridades gubernamentales, que 
necesiten comprender la gama completa y las motivaciones de un com-
portamiento potencialmente transgresor. 

Los periodistas juegan un papel especialmente importante en mediar 
el nivel actual y el significado de la legitimidad de la inteligencia para 
sus lectores. Al otro lado de la ecuación de legitimidad, los reportajes de 
los medios también aumentan la transparencia de la inteligencia, que 
de otro modo se basaría en actos aislados de integridad y activismo por 
parte de los inspectores generales. Los reportajes de investigación de los 
periodistas les permiten aportar transparencia a la actividad de inteli-
gencia, porque el público depende de la prensa para tener noticias sobre 
un nicho interesante, pero mayormente oculto, de la administración 
pública.

Los periodistas no están solos al insertarse en el entorno contempo-
ráneo de la legitimidad de la inteligencia, donde los ciudadanos y los 
actores de inteligencia se enfrentan. Las autoridades judiciales también 
siguen aplicando protecciones a la privacidad basadas en la Constitución 
al enjuiciar a funcionarios de inteligencia y enviar a algunos de ellos 
a prisión. El Congreso colombiano, al debatir las disposiciones de una 
Ley de Inteligencia y luego aprobarla, en los últimos años ha demostra-
do tener un compromiso de cumplir con su responsabilidad de hacer 
que la inteligencia sea un brazo del gobierno que rinde cuentas a los 
ciudadanos.
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La creación de la Ley de Inteligencia 1621 fue una contribución nota-
ble en la construcción de una base para la legitimidad de la inteligencia 
a través de la creación de instituciones de inteligencia, particularmente 
la designación de una comunidad de inteligencia y la creación de una 
Junta de Inteligencia Conjunta, para guiar a la comunidad, en lugar de 
la participación presidencial directa. Sin embargo, el Congreso colom-
biano, como lo señalaron los colaboradores de opinión de los periódi-
cos colombianos, ha tardado en desarrollar su institución de control: 
la Comisión Legal de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y 
Contrainteligencia.

El valor potencial del presente estudio se basa en su capacidad para 
sugerir cómo, en el futuro, los observadores y los participantes podrán 
identificar indicadores que señalen evidencia experimental, o indicacio-
nes, de la presencia, ausencia, mantenimiento, disminución o aumento 
de la legitimidad de la inteligencia. En la medida en que los intereses de 
todos los involucrados en la cuestión de legitimidad –profesionales de 
inteligencia, inspectores generales, defensores del pueblo, legisladores, 
fiscales, junto con los informes de los medios de comunicación que refle-
jan la opinión pública– estén representados en esos indicadores, será 
posible hacer la evaluación de la legitimidad de inteligencia guberna-
mental de manera esencialmente empírica.
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